
El especialista español Josep Pe-
ñaroja Fa realizó un estudio sobre la
historia de los intérpretes en España
y por ende en sus colonias. El inves-
tigador señala que la disparidad de
lenguas en América hizo que desde
el primer momento en que se consti-
tuyeron órganos judiciales en los vi-
rreinatos, se dictaron normas especí-
ficas para América, tendientes a de-
fender el derecho de las personas
que no hablaban la lengua española.
Dichas normas han llegado hasta
nuestros días gracias a la Recopila-
ción de Leyes de los Reinos de In-
dias, mandadas imprimir y publicar
por Carlos II, de esta recopilación se
transcriben los textos que revisten más
interés. La primera norma conocida
sobre los intérpretes data de 1529 y,
curiosamente, delimita la contrapres-
tación que estos pueden obtener por
sus servicios y decía:

El emperador D. Carlos y la Reina
Gobernadora en Toledo a 24 de
agosto de 1529.
“Mandamos que ningún intérpre-
te, o lengua de los que andan por
las provincias, ciudades y pueblos
de los indios a negocios ó diligen-
cias que les ordenen los goberna-
dores y justicias, ó de su propia

autoridad, pueda pedir, ni recibir,
ni pida, ni reciba de los indios pa-
ra sí, ni las justicias, ni otras perso-
nas, joyas, ropas, mantenimien-
tos ni otras cosas, pena de que el
que lo contrario hiciera pierda sus
bienes para nuestra cámara y fisco,
y sea desterrado de la tierra, y los
indios no den más de lo que sean
obligados á dar á las personas
que los tienen en encomienda.”

Ocho años más tarde la ley tiende
a arbitrar un remedio para evitar los
posibles errores de los intérpretes:

El Emperador D. Carlos y la Em-
peratriz Gobernadora en Vallado-
lid a 12 de setiembre de 1537.
“Somos informados que los intér-
pretes y naguallatos que tienen
las audiencias y otros jueces y
justicias de las ciudades y villas
de nuestras Indias, al tiempo que
los indios los llevan para otorgar
escrituras ó para decir sus dichos
ó hacer otros autos judiciales y ex-
trajudiciales, y tomarles sus con-
fesiones, dicen algunas cosas
que no dijeron los indios, ó las di-
cen y declaran de otra forma, con
que muchos han perdido su justi-
cia, y recibido grave daño: Man-

damos que cuando alguno de los
presidentes y oidores de nuestras
audiencias ú otros cualesquier
juez enviare á llamar á indio ó in-
dios, que no sepan la lengua cas-
tellana, para les preguntar alguna
cosa ó para otro cualquier efecto,
ó viniendo ellos de su voluntad á
pedir ó seguir su justicia, les de-
jen y consientan que traigan con-
sigo un cristiano amigo suyo que
esté presente, para que vea si lo
que ellos dicen á lo que se les
pregunte y pide, es lo mismo que
declaran los naguallatos e intér-
pretes, porque de esta forma se
puede mejor saber la verdad de
todo, y los indios estén sin duda
de los que los intérpretes no de-
jaron de declarar lo que ellos dije-
ron, y se excusen otros muchos
inconvenientes que se podrían
recrecer.”

El investigador encontró que en
1553 se prestó una especial atención
a los intérpretes, dictándose toda una
serie de ordenanzas con instruccio-
nes concretas. Se destaca en primer
lugar la siguiente por su claridad y
por el hecho de que por primera vez
se menciona a los “intérpretes que ju-

Desde la época de la colonia, el rey era consciente de la necesidad de comunicarse con los habitantes del
nuevo mundo. Ese fue el origen del intérprete para nuestro continente. Un trabajo de Josep Peñaroja Fa,
publicado en su totalidad en el Centro Virtual Cervantes, explica esta genealogía.                                 
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ran”:  “Ordenamos y mandamos que
en las audiencias haya número de
intérpretes, y que antes de ser recibi-
dos juren en forma debida, que usa-
ran su oficio bien y fielmente, decla-
rando e interpretando el negocio y
pleito que les fuere cometido, clara y
abiertamente, sin encubrir ni añadir
cosa alguna, diciendo, simplemente el
hecho, delito ó negocio, y testigos que
se examinaren, sin ser parciales á nin-
guna de las partes, ni favorecer mas á
uno que á otro, y que por ello no lle-
varán interés alguno más del salario
que les fuere tasado y señalado, pena
de perjuros, y del daño é interés, y
que volverán lo que llevaren, con las
setenas y perdimiento de oficio.” (...)

En 1583 se legisla nuevamente re-
cordando la importancia de la tarea y
las cualidades de la persona que la
desempeña:

D. Felipe II en Aranjuez á 10 de
mayo de 1583.
Que los intérpretes de los indios
tengan las partes y calidades ne-
cesarias, y se les pague el salario
de gastos de justicia, estrados, o
penas de cámara
Muchos son los daños e inconve-
nientes que pueden resultar de que
los intérpretes de la lengua de los
indios no sean de la fidelidad, cris-
tiandad y bondad que se requiere,
por ser el instrumento por donde
se ha de hacer justicia, y los indios
son gobernados y se enmiendan
los agravios que reciben; y para
que sean ayudados y favorecidos:
Mandamos que los presidentes y
oidores de nuestras audiencias
cuiden mucho de que los intérpre-
tes tengan las partes, calidades y
suficiencia que tanto importan, y
los honren como lo merecieran, y
cualquier delito que se presumiere
y averiguare contra su fidelidad, le
castiguen con todo rigor, y hagan
la demostración que conviniere.

La última vez que se legisla, sobre
los intérpretes con efectos en todo el
imperio colonial americano es en
1630 reinando Felipe IV, al objeto de
evitar la picaresca en los nombra-
mientos:

D. Felipe IV en S. Lorenzo á 16 de
octubre de 1630.
Que el nombramiento de los intér-
pretes se haga como se ordena, y
no sean removidos sin causa y
den residencia.
“Nombran los gobernadores á sus
criados por intérpretes de los in-
dios, y de no entender la lengua re-
sultan muchos inconvenientes: te-
niendo consideración al remedio, y
deseando que los intérpretes, de-
más de la inteligencia de la len-
gua, sean de gran confianza y sa-
tisfacción. Mandamos que los go-
bernadores, corregidores y alcal-
des mayores de las ciudades no
hagan los nombramientos de los
intérpretes solos, sino que prece-
da examen, voto y aprobación de
todo el cabildo ó comunidad de los
indios, y que el que una vez fuere
nombrado no pueda ser removido
sin causa, y que se les tome resi-
dencia cuando la hubiera de dar
los demás oficiales de las ciuda-
des y cabildos de ellas.” 

Estas normas, dice Peñaroja Fa,
evolucionarían dando lugar a la figura
actual de lo que se conoce en los Paí-
ses Iberoamericanos como Traductor
Público; todavía en el siglo XIX se en-
cuentran documentos para la historia
profesional. A mediados del siglo XIX,
España todavía conservaba Cuba y
Filipinas. Precisamente en estas islas
una gran parte de la población desco-
nocía la lengua española, como era el
caso filipino, o bien, como ocurría en
las posesiones caribeñas, los impor-
tantes contactos internacionales ha-
cían necesaria la figura de los traduc-
tores cuyos conocimientos vinieran
refrendados por el estado. Ello explica
que, con relación al caso cubano, las
autoridades dispusieran, mediante
una Real Orden de 16 de junio de
1839, crear la figura de los «intérpre-
tes públicos», cuya actuación queda-
ba circunscrita a las islas. Resulta in-
teresante conocer esta figura, no sólo
por la curiosidad histórica que supo-
ne, sino porque cabe deducir que la
reglamentación de esta profesión de-
bió inspirarse en la originaria –cuyo
texto se desconoce– de los Intérpre-
tes Jurados.

El legislador pronto tuvo que inter-
venir para matizar que dicho privilegio
correspondía a autoridades consula-
res en sentido estricto y no alcanzaba
a los Intérpretes Jurados intérpretes
jurados de países extranjeros, así en
la Real Orden de 1 de junio de 1872
se afirmaba:

“Teniendo noticia en este Minis-
terio de que algunos documentos
procedentes del extranjero vienen
acompañados de traducciones al
castellano hechas por intérpretes
jurados en la localidad, y para evi-
tar que éstas, aunque legalizadas
por nuestros cónsules, puedan ser
consideradas como válidas en
contra de lo dispuesto; ruego a
V.E. que se sirva llamar la aten-
ción de quien corresponda, a fin
de que no sean admitidas como
dignas de fe más que las traduc-
ciones hechas en la Interpretación
de Lenguas de este Ministerio, o
por los intérpretes jurados de Real
nombramiento, o bien las verifica-
das por los cónsules acreditados
en España de los países con los
cuales se ha estipulado esa pre-
rrogativa en virtud de convenios
especiales”.

Dice Josep Peñaroja Fa: “La im-
portancia de esta resolución radica en
el hecho de que la actividad de los
intérpretes jurados estuvo vinculada
durante una gran parte de su existen-
cia al comercio exterior. La profesión
fue durante su primer siglo de existen-
cia una actividad propia de la periferia
marítima: Toda embarcación extranje-
ra que llegaba a un puerto español
debía acudir en primer lugar al intér-
prete jurado para la traducción de la
documentación relativa a las mercan-
cías que transportaba. En 1969 las
autoridades aduaneras dispusieron la
no obligatoriedad de la traducción ofi-
cial para los documentos del comercio
exterior, obligando a una reconversión
de todos los profesionales, que pasa-
ron de ejercer como intérpretes jura-
dos a tiempo completo especializados
en comercio marítimo, a verse obliga-
dos a compaginar sus funciones como
tales con otras actividades que les pu-
dieran asegurar su sustento”.
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